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propia entidad privada’. Siendo de tener presente que como se 
dice en la sentencia apelada, en el expediente administrativo 
consta, sin que se haya desvirtuado por prueba en contrario 
que el hecho que motivó la prohibición de entrada de doña M.ª 
Teresa A.S. en el salón de baile ‘La Paloma’ fue por no obser-
var la obligación impuesta a los clientes de esta clase de em-
presas, en el art. 21 del Decreto 231/1965, vulnerando con 
su conducta las prescripciones establecidas para el público 
en general en el núm. 2.º del art. 59 del Reglamento General 
de Policía de Espectáculos Públicos y Actividades Recreativas, 
aprobado por el Real Decreto 2816/1982”. El precepto citado 
en la anterior sentencia dice que “En general, el público habrá 
de mantener la debida compostura y evitar en todo momento 
cualquier acción que pueda producir peligro, malestar, dificul-
tar el desarrollo del espectáculo o actividad o deteriorar las 
instalaciones del local, así como guardar el buen orden y dis-
ciplina, de acuerdo con las prescripciones establecidas en el 
presente Reglamento y las órdenes o indicaciones que a tal fin 
reciba de la Autoridad o de la Empresa”.

Por su parte la Sentencia del Tribunal Constitucional, ci-
tada en la que se transcribe en el anterior párrafo, de la Sala 
Segunda, de 14 de junio de 1985 (Aranz. RTC 1985V73) 
sostiene que “...la prohibición de entrada en un Casino de 
juego, decidida por los empleados del mismo, no constituye 
vulneración de derecho fundamental alguno, ya que la admi-
sión de los no socios se hace depender del consentimiento 
de los encargados del establecimiento, sin que resulte del or-
denamiento un derecho de cualquier ciudadano al acceso a 
ese tipo de locales...” añadiendo que “...la cuestión principal 
a dilucidar aquí es la de si la prohibición de acceso al Casino 
de referencia puede constituir o no vulneración del derecho 
fundamental a la igualdad, reconocido en el art. 14 de la C.E. 
como pretende el recurrente... (..) Como pone de manifiesto el 
Abogado del Estado, esta facultad de prohibición de acceso 
al Casino de los Directores de Juego, susceptible de ser con-
firmada por el Gobernador Civil, ha de distinguirse de la que 
concede a éste el art. 58.2 del citado Reglamento, consistente 
en prohibir la entrada en establecimientos de juego, hasta por 
un período de máximo de tres años, a los asistentes a las sa-
las de juego de los Casinos que realizaren trampas o irregula-
ridades o alteraren injustificadamente el orden de los mismos, 
sin perjuicio de las responsabilidades penales que procedan; 
resultando de ello que, si bien ésta ha de conceptuarse como 
sancionadora, aquélla es de carácter cautelar. La prohibición 
de acceso de que aquí se trata es una decisión adoptada por 
terceros particulares sobre la base de suposiciones fundadas, 
de la que no cabe decir que por sí misma vulnere el principio 
de igualdad, ya que constituye una actividad protectora de los 
intereses de la propia entidad privada...”, añadiendo que “...
como también observa el Abogado del Estado, lo cierto es que 
con fecha 22 de febrero se había emitido el informe policial 
que, como refleja la propia resolución del Gobierno Civil en su 
primer considerando, lleva a concluir que se ratifica la suposi-
ción fundada de conducta desordenada que contempla, como 
vimos, el citado 31.1 del Reglamento de Casinos de Juego.”.

Por tanto, aplicados todos los anteriores razonamientos 
al caso que nos ocupa, no cabe sino entender que la recu-
rrente no utilizó el derecho de admisión de forma discriminato-
ria o arbitraria, pues los antecedentes recientes podían hacer 
prever, con bastante fundamento, la existencia de incidentes, 
por lo que la decisión de hacer salir del establecimiento al Sr. 
Naranjo Ortega puede considerarse lógica y no contraria a la 
legalidad vigente.

De conformidad con lo anterior, vistos los preceptos lega-
les citados y demás de general aplicación,

R E S U E L V O

Estimar el recurso interpuesto por Don Eugenio Hernán-
dez Delgado, en representación de Eventos Pilas, FYV, S.L., 
contra la resolución del Sr. Delegado del Gobierno en Sevilla, 
de 13 de junio de 2008, recaída en expediente SE-155/07-EP, 
dejándola sin efecto.

Notifíquese la presente resolución al interesado con in-
dicación de los recursos que caben contra ella. La Secretaria 
General Técnica. Fdo.: Isabel Liviano Peña.»

Contra la presente resolución, que agota la vía adminis-
trativa, se podrá interponer recurso contencioso-administrativo 
en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente al de 
su notificación o publicación, ante los correspondientes órga-
nos judiciales de este Orden, todo ello de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/98, de 13 de julio, 
reguladora de la jurisdicción contencioso-administrativa.

Sevilla, 24 de abril de 2009.- El Jefe del Servicio de 
Legislación, Manuel Núñez Gómez. 

 ANUNCIO de 27 de abril de 2009, de la Secreta-
ría General Técnica, por el que se notifica resolución 
adoptada a recurso de alzada recaída en el expediente 
que se cita.

Expediente: 18-000053-08-P.
De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.5 de la 

Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, e intentada sin efecto la notificación personal a Fran-
cisco Pavón Fajardo, en nombre y representación de Francisco 
Pavón Fajardo, S.L., de la resolución adoptada por el Secre-
tario General Técnico, al recurso administrativo interpuesto 
contra la dictada por el Delegado del Gobierno de la Junta de 
Andalucía en Granada, por la presente se procede a hacer pú-
blica la misma, al no haberse podido practicar en su domicilio, 
reproduciéndose a continuación el texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se en-
cuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de 
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla), pu-
diendo acceder al mismo previa acreditación de su identidad.

«En la ciudad de Sevilla, a 30 de marzo de 2009.

Primero. El día 3 de septiembre de 2008, la Delegada del 
Gobierno de la Junta de Andalucía en Granada dictó la reso-
lución de referencia, por la que se impone a Francisco Pavón 
Fajardo, S.L., una sanción de 1.500 € de conformidad con los 
antecedentes de hecho y fundamentos de derecho contenidos 
en la misma, a la que nos remitimos íntegramente.

Segundo. Contra la anterior resolución el interesado inter-
puso recurso de alzada, alegando lo que a su derecho convino.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero. Es competente para resolver el presente recurso 
la Consejera de Gobernación a tenor de lo dispuesto en los 
artículos 26.2.j) y 115.1 de la Ley 9/2007, de 22 de octubre, 
de la Administración de la Junta de Andalucía (en adelante, 
LAJA), en relación con el Decreto 191/2008, de 6 de mayo, 
por el que se aprueba la estructura orgánica de la Consejería 
de Gobernación.

Conforme a lo dispuesto en los artículos 101 y 102 de 
la LAJA, la resolución la adopta la Secretaria General Técnica 
por delegación de la Consejera realizada por la Orden de 30 
de junio de 2004 (BOJA núm. 140, de 19 de julio).
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Segundo. El artículo 115.1 de la LRJAP-PAC da como 
plazo para la interposición de recurso de alzada contra las 
resoluciones administrativas el de un mes a partir, según su 
artículo 48.2, del día siguiente al de su notificación. A la vista 
de la fecha de la notificación de la resolución (14 de octubre 
de 2008), y de la de interposición del recurso de alzada (28 
de noviembre), este fue interpuesto fuera del plazo legalmente 
establecido, por lo que deviene firme la resolución recurrida.

Vistos los preceptos citados, y demás disposiciones con-
cordantes y de general aplicación, 

R E S U E L V O

Inadmitir por extemporáneo el recurso de alzada inter-
puesto por don Francisco Pavón Fajardo, en representación 
de Francisco Pavón Fajardo, S.L., contra la resolución de la 
Delegada del Gobierno de la Junta de Andalucía en Granada 
recaída en el expediente núm. 18-000053-08-P, y en conse-
cuencia mantener la misma en sus propios términos.

Notifíquese al interesado, con indicación de los recursos 
que procedan. La Secretaria General Técnica. Fdo.: Isabel
Liviano Peña.»

Contra la presente resolución, que agota la vía adminis-
trativa, se podrá interponer recurso contencioso-administrativo 
en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente al de 
su notificación o publicación, ante los correspondientes órga-
nos judiciales de este Orden, todo ello de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/98, de 13 de julio, 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

Sevilla, 27 de abril de 2009.- El Jefe del Servicio de 
Legislación, Manuel Núñez Gómez. 

 ANUNCIO de 27 de abril de 2009, de la Secreta-
ría General Técnica, por el que se notifica resolución 
adoptada a recurso de alzada recaída en el expediente 
que se cita.

Expediente: 29-000073-08-P.
De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.5 de la 

Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, e intentada sin efecto la notificación personal a don 
José Velarde Queipo de Llano, en nombre y representación 
de Sol Mijas Developers, S.L., de la resolución adoptada por 
el Secretario General Técnico al recurso administrativo inter-
puesto contra la dictada por el Delegado del Gobierno de la 
Junta de Andalucía en Málaga, por la presente se procede a 
hacer pública la misma, al no haberse podido practicar en su 
domicilio, reproduciéndose a continuación el texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se en-
cuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de 
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla), pu-
diendo acceder al mismo previa acreditación de su identidad.

«En la ciudad de Sevilla, a veintinueve de enero de dos 
mil nueve. 

Visto el recurso de alzada interpuesto y sobre la base de 
los siguientes 

A N T E C E D E N T E S

Primero. Por la llma. Sra. Delegada del Gobierno de la 
Junta de Andalucía en Málaga se dictó resolución en el expe-
diente arriba referenciado.

Segundo. Notificada la misma el día 24 de octubre de 
2008, se interpuso por la interesada recurso de alzada el día 
25 de noviembre de 2008.

FUNDAMENTOS JURÍDICOS

Primero. Esta Secretaría General Técnica es competente, 
por delegación de la Consejera realizada por la Orden de 30 
de junio de 2004, para conocer y resolver el presente recurso 
de alzada, a tenor de lo dispuesto en los artículos 114.1 de la 
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común (en adelante, LRJAP-PAC), y 115 de la Ley 9/2007, de 
22 de octubre, de la Administración de la Junta de Andalucía.

Segundo. El artículo 115.1 de la LRJAP-PAC da como 
plazo para la interposición de recurso de alzada contra las 
resoluciones administrativas el de un mes a partir, según su 
artículo 48.2, del día siguiente al de su notificación. La cues-
tión del día final para la interposición de recursos se termina 
de aclarar por el Tribunal Supremo en la sentencia de 13 de 
febrero de 1998. En síntesis este criterio que luego sería aco-
gido por el art. 48.2 y 4, párrafo segundo, de la Ley 30/1992, 
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y Pro-
cedimiento Administrativo Común, puede resumirse, incluso 
antes de esta Ley, en los siguientes términos: «en los plazos 
señalados por meses, y aunque el cómputo de fecha a fecha 
se inicie al día siguiente al de la notificación o publicación, el 
día final de dichos plazos será siempre el correspondiente al 
mismo número ordinal del día de la notificación o publicación 
del mes o año que corresponda (SSTS de 25 mayo y 21 no-
viembre de 1985, 24 de marzo y 26 de mayo de 1986, 30 
de septiembre y 20 de diciembre, 12 de mayo de 1989, 2 de 
abril y 30 de octubre de 1990, 9 de enero y 26 de febrero de 
1991, 18 de febrero de 1994, 25 de octubre, 19 de julio y 24 
de noviembre de 1995 y 16 de julio y 2 de diciembre 1997, 
entre otras muchas).

Por tanto, a la vista de la fecha de la notificación de la 
resolución (24 de octubre de 2008), y de la de interposición 
del recurso de alzada (25 de-noviembre de 2008), este fue 
interpuesto fuera del plazo legalmente establecido, por lo que 
deviene firme la resolución recurrida.

Vistos los preceptos citados y demás normas de general y 
especial aplicación, resuelvo inadmitir el recurso de alzada in-
terpuesto por don José Velarde Queipo de Llano, en nombre y 
representación de la entidad «sol Mijas Developers, S.L.», con-
tra la resolución de la llma. Sra. Delegada del Gobierno de la 
Junta de Andalucía en Málaga de fecha 15 de octubre de 2008, 
recaída en el expediente sancionador núm. 29-000073-08, y 
confirmar la misma.

Notifíquese a la interesada, con indicación de los recur-
sos que procedan. La Secretaria General Técnica. Fdo.: Isabel 
Liviano Peña.»

Contra la presente resolución, que agota la vía adminis-
trativa, se podrá interponer recurso contencioso-administrativo 
en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente al de 
su notificación o publicación, ante los correspondientes órga-
nos judiciales de este Orden, todo ello de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/98, de 13 de julio, 
reguladora de la Jurisdicción Coníencioso-Administrativa.

Sevilla, 27 de abril de 2009.- El Jefe del Servicio de 
Legislación, Manuel Núñez Gómez. 


